
Imputan  al  juez  federal
Walter  Bento  por  asociación
ilícita,  coimas,
enriquecimiento  ilícito  y
lavado de dinero
5 mayo, 2021

El  magistrado  es  investigado  en  una  causa  de  coimas.  Lo
apuntan como el organizador de una red dedicada al cobro de
dinero a cambios de beneficios judiciales

El juez federal Walter Bento fue imputado por ser considerado
jefe  de  una  asociación  ilícita,  enriquecimiento  ilícito,
lavado  de  activos  y  seis  hechos  de  cohecho  pasivo  (haber
aceptado coimas).

La decisión la tomó el juez federal Eduardo Puigdéngolas a
partir de las pruebas que recibió durante los últimos meses y
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de una serie de allanamientos que se realizaron a primera hora
de este miércoles. El magistrado, que tiene asiento en San
Rafael, está a cargo de la instrucción de la causa, pero la
investigación había quedado a cargo de la Fiscalía General que
comanda Dante Vega.

La imputación tiene que ver con el expediente iniciado el año
pasado en la Justicia Federal de Mendoza ante la sospecha de
la  existencia  de  una  estructura  que  se  dedicaba
a otorgar beneficios a personas imputadas a cambio de un pago
de  coima.  De  acuerdo  con  el  expediente,  en  ese  entramado
participaban  personas  que  oficiaban  de  facilitadores  y
contactos, abogados y funcionarios judiciales. En este último
punto, la figura del juez es la que más llamó la atención de
los pesquisas.

Las imputaciones también alcanzaron a su esposa, María Isabel
Boiza, bajo los cargos de “enriquecimiento ilícito y lavado de
activos, y a los abogados Martín Ríos, Luciano Ortego y Matías
Aramayo.  Estos  último  tres,  por  el  delito  de  “asociación
ilícita y cohecho activo”. Es decir: para los investigadores,
ellos  pagaban  la  coima  y  ese  dinero  -o  parte  del  mismo-
después llegaba a Bento.

Todos los abogados quedaron con pedido de detención, al igual
que aquellas personas que obtuvieron “beneficios”. También hay
una orden de arresto contra Bento, pero no se hizo efectiva
por su condición de magistrado.

Las primeras actuaciones judiciales surgieron a partir de los
datos obtenidos del teléfono celular de una persona detenida
en  una  causa  por  narcotráfico.  Allí,  y  luego  de  analizar
audios y diálogos, se hizo fuerte la hipótesis que ponía al
juez federal en la escena del delito.

En la configuración criminal, apareció un nombre que fue clave
en la historia: Diego Aliaga, el ex despachante de aduana
devenido a empresario que fue secuestrado y asesinado el año



pasado.

Según  el  expediente,  Aliaga  cumplía  el  rol  de
nexo. Aprovechaba su capacidad para socializar en diferentes
situaciones y era quien sugería a los imputados en diferentes
causas  federales  la  contratación  de  determinados  abogados.
Luego, de acuerdo con la línea de investigación, a cambio de
una onerosa suma de dinero, se podían obtener beneficios.

El asesinato de Aliaga se convirtió en un nuevo caudal de
información.  Esta  vez,  Diego  Barrera,  socio  y  principal
acusado por la muerte del ex despachante, declaró confirmó la
operatividad de esta red dedicada a los beneficios judiciales.

Para el juez Puidgéngolas y para el fiscal Vega, en ese último
eslabón entra Bento. La cadena, para ellos, era la siguiente:
Aliaga  contactaba  y  cobraba,  los  abogados  hacían
presentaciones  precarias  y  Bento  realizaba  los  cambios
necesarios en los expediente y se llevaba la mayor parte de la
ganancia.

Para  llegar  a  esta  conclusión  se  analizaron  los  datos
patrimoniales  de  Bento  y  de  su  familia.  Se  cotejaron  los
salidas  al  extranjero  y  se  analizaron  sus  movimientos
financieros. De allí se desprende, según la instrucción, una
serie de inconsistencias que pusieron al juez federal como
sospechoso.

Asesorado por su mediático abogado, Mariano Cúneo Libarona, y
sabiendo  que  lo  estaban  investigando,  Bento  presentó
peticiones en diferentes dependencias oficiales para verificar
si alguien había pedido sus datos. Lo hizo en la Dirección de
Migraciones y también el Registro Público y Archivo Judicial.
En esta última oficina le respondieron de manera afirmativa.
El  hecho  fue  tomando  como  una  filtración  y  se  abrió  una
investigación contra el funcionario de la justicia mendocina
responsable, ya que ese dato, básicamente, permitió a Bento se
parte de la causa y saber qué había en el expediente.



Walter Bento es el titular del Juzgador Federal 1 en Mendoza y
es, además, el juez que tiene competencia electoral en la
provincia.

Fuente: El Sol


